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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO
19na Asamblea
       3ra Sesión 

        Legislativa

   Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO
R. C. del S. 217
INFORME POSITIVO
 10 de junio de 2022
AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación sin enmiendas de la R. C. del S. 217.
ALCANCE DE LA MEDIDA

La Resolución Conjunta del Senado 217 (en adelante, “R. C. del S. 217”) ordena a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (en adelante, “AAFAF”) que proceda a enviarle a la Junta de Supervisión Fiscal (en adelante, “JSF”) una certificación donde conste que la totalidad de la Ley Núm. 32-2020 cumple con el plan fiscal, toda vez que el Sistema de Emergencias 9-1-1 no se nutre del fondo general; y para otros fines relacionados.  
ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LA MEDIDA
Según la exposición de motivos de la R. C. del S. 217, el Sistema de Emergencias 9-1-1 se creó en virtud de la Ley Núm. 144-1994. El desempeño de este Sistema 9-1-1 está bajo la la directa supervisión de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC, por sus siglas en inglés). A su vez, la legislación federal conocida como el “New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2008” reafirma que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del Sistema de Emergencias 9-1-1, deben ser utilizados única y exclusivamente para la prestación de los servicios del Sistema 9-1-1. 
A pesar de esta disposición federal, en Puerto Rico, a partir del 2014, se comenzaron a transferir fondos del Sistema de Emergencias 9-1-1 al fondo general, para otros asuntos no relacionados con el sistema de emergencias. La consecuencia inmediata de esta acción ha sido el “disloque financiero en las arcas de dicho Sistema, y ha puesto en riesgo el acceso de Puerto Rico a fondos y programas federales para mejorar la infraestructura de telecomunicaciones y del Sistema de Emergencias 9-1-1”. 

Para poner un alto a las transferencias de los fondos del Sistema de Emergencias 9-1-1 al fondo general, se aprobó la Ley Núm. 32-2020. Sin embargo, el gobierno de Puerto Rico, por conducto de la AAFAF, sometió a la JSF una certificación que disponía que la Ley Núm. 32-2020 no era compatible con el plan fiscal. Por consiguiente, la JSF paralizó la legislación hasta que el gobierno resolviera las incongruencias de la Ley Núm. 32-2020 con el plan fiscal.

Ante este panorama, el Senado de Puerto Rico aprobó la Resolución el Senado 104 (en adelante, “R. del S. 104”), con esta ordenó a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación en relación a la implementación de la Ley Núm. 32-2020, así como investigar las razones por las cuales la AAFAF emitiera una certificación de incumplimiento con el Plan Fiscal, toda vez que el fondo del Sistema de Emergencias 9-1-1 se nutre de cargos a individuos y no del fondo general.


Entre los cometarios de los deponentes, la AAFAF no justificó la necesidad de que el 9-1-1 esté bajo el Plan Fiscal, puesto que el sistema no recibe fondos provenientes del fondo general. Además, el comisionado del Negociado de Sistema de Emergencias 9-1-1 manifestó en la vista pública que, “aunque es cierto que la Sección 3 de la Ley 32-2020, tendría el efecto de reestablecer los beneficios negociados a los empleados del Negociado y, en consecuencia, aumentar el gasto de Nómina y Costos relacionados, el negociado actualmente cuenta con los fondos recurrentes suficientes para mantener los beneficios previamente negociados”. 

A su vez, el comisionado del Negociado de Sistema de Emergencias 9-1-1 planteó que “al presente se está violentando la ley federal y la Ley 32-2020 al transferirle al DSP dinero que debe utilizarse solamente para el 9-1-1 y esta acción está siendo autorizada por la Junta de Supervisión Fiscal y por la AAFAF”. De modo que, la Asamblea Legislativa, mediante la R. C. del S. 217, le ordenar a la AAFAF que proceda a enviarle a la JSF una certificación donde conste que la totalidad de la Ley Núm. 32-2020 cumple con el plan fiscal, toda vez que el Sistema de Emergencias 9-1-1 no se nutre del fondo general.

La Comisión de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal (en adelante, “Comisión de Hacienda”) del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación de la R. C. del S. 217, solicitó memoriales explicativos al Departamento de Hacienda (en adelante, “DH”), a la Oficina de Gerencia y Presupuesto (en adelante, “OGP”), al Departamento de Seguridad Pública (en adelante, “DSP”), a la JSF y a la AAFAF. Al momento de la redacción de este informe no se habían recibido las ponencias del DH, la AAFAF, ni de OGP.
ALEXIS TORRES RÍOS

DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA


La POSICIÓN del señor Torres, Secretario del DSP, según se expresó en la ponencia dirigida a esta Comisión, es A FAVOR. Argumentó que, “el NSE9-1-1 debe ser excluido del plan fiscal dado a que su presupuesto se nutre en un 100% de los consumidores de telefonía y no del fondo general, lo cual fue precisamente legislado mediante la Ley Núm. 32-2020”. Además, hizo alusión a las secciones de la ley que fueron motivo de discusión en la vista celebrada en virtud de la R. del S. 104. En particular, la Sección 1 enmienda el inciso (f) del artículo 4.05 de la Ley Núm. 20-2017 para expresamente prohibir que los recaudos del servicio 9-1-1 sean destinados al fondo general y a otras cuentas, que no sean la cuenta especial de la agencia. Mientras, la sección 2 de la Ley Núm. 32-2020 enmienda el artículo 4.06 para la distribución y uso de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados telefónicos. 
Específicamente, el inciso (a) del artículo 4.06 dispone los conceptos permitidos a ser pagados con los recaudos del sistema 9-1-1: pago y adiestramiento al personal asignado directamente a trabajar con el NSE9-1-1; mejoras tecnológicas; migración al servicio Next 9-1-1; y para sufragar o reembolsar gastos directamente atribuibles a la recepción y atención de llamadas de emergencia y llamadas de atención ciudadana, despacho y prestación de los servicios de primera intervención en dichas emergencias, y reclamos de atención o prestación de servicios y a la administración de dichos servicios de emergencia y atención a la ciudadanía.

En cambio, el inciso (b) del artículo 4.06 delimita la discreción del Secretario del DSP en la distribución de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados del servicio telefónico: 10% para la reserva de la contingencia, 10% para la expansión de servicios y reemplazos de equipo y sistemas, 55% para operaciones regulares y 25% para pagar el servicio prestado por compañías sean privadas o públicas, para brindar servicios de ambulancias y acuerdos colaborativos con los municipios que así lo soliciten. Sobre las delimitaciones antes mencionadas, el señor Torres señaló que, en términos fiscales, la limitación porcentual no afecta negativamente la administración ni la operación del NSE9-1-1.

Discutió que la Ley Núm. 30-2020, en su sección 3 exceptúa al NSE9-1-1 de la Ley de cumplimiento con el plan fiscal. La sección 4 enmienda el artículo 16 de la Ley Núm. 3-2017, Ley para atender la crisis económica, fiscal y presupuestaria para garantizar el funcionamiento del gobierno de Puerto Rico, para excluir al NSE9-1-1 en la aportación de ahorros producto de la medida de reducción de gastos contemplados en esta ley.
Por último, el señor Torres hizo hincapié en la sección 5 de la Ley Núm. 30-2020, en esta se enmienda el artículo 19 de la Ley Núm. 66-2014, Ley especial de sostenibilidad fiscal y operacional del gobierno de Puerto Rico, con la que se excluye al NSE9-1-1 a aportar al fondo general para la promoción de desarrollo económico mediante el fondo de promoción de empleo y actividad económica. Tanto la sección 4 como la 5 protegen los fondos de los recaudos del sistema de emergencia para ser utilizados únicamente en aquellos servicios dirigidos a la recepción y despacho de las llamadas al Sistema 9-1-1, conforme con la legislación federal.

Por último, el señor Torres destacó que la JSF ha reiterado entender las reglamentaciones que cobijan al NSE9-1-1 y ha expresado su compromiso de permitir el uso de los fondos según lo establece la legislación aplicable.           
NATALIE JRESKO

JUNTA DE SUPERVISION FISCAL
La POSICIÓN de la señora Jaresko, Director Ejecutiva de la JSF, según se expresó en la ponencia dirigida a esta Comisión, es EN CONTRA. Entre los fundamentos expresó que la medida es contraria a la sección 204(a)(2)(A) de PROMESA. Esta sección le exige al gobernador proveer un estimado del impacto en los recaudos y gastos de cada nueva ley propuesta y certificar si la ley es o no significativamente inconsistente con el plan fiscal. La señora Jaresko estableció que, “The Bill openly circumvents PROMESA by directing AAFAF to declare that the Act 32 is consistent with the Fiscal Plan without any further analysis. This legislative mandate of a pre-determined outcome of “consistency with the Fiscal Plan” goes far beyond the conduct of the Governor and AAFAF that the Title III Court found unlawful.”
En segundo lugar, destacó que esta medida impulsa la implementación de la Ley Núm. 32-2020, que entre otras cosas propone beneficios no salariales a los empleados y las empleadas del NSE9-1-1. Sin embargo, el 27 de abril de 2020, la AAFAF le certificó a la JSF que la Ley Núm. 32-2020 es significativamente inconsistente con el plan fiscal. A pesar de que la AAFAF, eventualmente, le comunicó a la JSF que el NSE9-1-1 identificó los fondos para atender el aumento en costos que representa la Ley Núm. 32-2020, el plan fiscal le requiere al gobernador estandarizar las políticas sobre el personal en todas las agencias para reducir los gastos de las nóminas sin reducir el número de empleados y empleadas. Sobre este particular, la Directora Ejecutiva de la JSF razonó que el “Act 32 would increase benefits above the standardized agency levels and is therefore, even with funding, inconsistent with the Fiscal Plan.” 
ARAMIS CRUZ DOMÍNGUEZ

COMMUNICATION WORKERS OF AMERICA
La POSICIÓN del señor Cruz, Presidente de la CWA, según se expresó en la ponencia dirigida a esta Comisión, es A FAVOR. Destacó que el 9-1-1 está bajo la supervisión de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC, por sus siglas en inglés). La FCC se rige entre otras por la “New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2008”, legislación en la cual se reafirma que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del 9-1-1 deben ser utilizados única y exclusivamente para estos fines.
Describió que el NSE9-1-1 opera con recursos propios, producto de los cargos que se cobran a teléfonos celulares, residenciales o comerciales en Puerto Rico. Los ingresos del 9-1-1 ascienden a unos veintiún millones de dólares ($21,000,000) y el presupuesto funcional rondaba los nueve millones de dólares ($9,000,000). El restante de los ingresos ($12,000,000) se dividía en varios renglones, según establecía la Ley Núm. 144-1998 (ley que creó el 9-1- 1). Los recursos propios habían sido suficientes para evitar que las obligaciones excedieran los ingresos; esto cambió cuando el gobierno de Puerto Rico transfirió los fondos del NSE9-1-1 al fondo general y comenzó a desviarlos para utilizarlos en asuntos no relacionados al 9-1-1. Entre los efectos de esta decisión, “el 9-1-1 dejó de pagar la remesa a los municipios integrados creando así una crisis en el tiempo de respuesta”.
El Presidente de la CWA destacó que la transferencia de los fondos del NSE9-1-1, es contraria a la legislación federal. Relató que, por dejar de pagar la remesa a los municipios integrados, el NSE9-1-1 “perdió elegibilidad a la hora de competir y solicitar ayudas federales (grants) y tampoco cumplió con los programas de mejoras como Next Generation 9-1-1 (NG9-1-1), fondos, que podrían ser utilizados en la modernización de la plataforma e infraestructura del sistema”.

El señor Cruz destacó que, mediante la Ley Núm. 32-2017, se reguló explícitamente para garantizar que el uso de fondos recibidos por el 9-1-1 se utilicen de acuerdo con la regulación federal vigente, garantizar su independencia fiscal y prohibir el uso de dichos fondos para propósitos contrarios a la legislación y regulación federal. A su vez, la legislación permite “detener las renuncias masivas que hoy ascienden a (92), algo que viene ocurriendo desde el año 2018, creando un aumento en el tiempo de llamadas en espera”.
Por estas razones, indicó que son incorrectas las expresiones de la AAFAF dirigidas a la JSF, en las que estableció que no se puede implementar la Ley Núm. 32-2020 en su totalidad, ya que de conformidad con PROMESA el artículo 108 (a) (2), la Ley Núm. 32-2020 está en conflicto con el plan fiscal. Entre los fundamentos para permitir que la Ley Núm. 32-2017 entre en vigor en su totalidad destacó los siguientes beneficios: (1) garantizar que el Negociado pueda actualizar sus sistemas, e infraestructura (2) reducir el increíble éxodo de telecomunicadores capacitados con experiencia y personal administrativo debido a las medidas de reducción injustificadas, y (3) asegurarse de que los fondos están debidamente distribuidos y disponibles para así proteger nuestros sistemas de emergencia y salvar vidas. Finalmente, concluyó que “el 9-1-1 surge por delegación y mandato congresional y… debe cumplir con reglas y regulaciones federales que no pueden ser modificadas por PROMESA”. Por consiguiente, el señor Cruz argumentó que la Ley Núm. 32-2017 no está cobijada bajo el plan fiscal, por mandato expreso de PROMESA. 
En cuanto a la proyección de la JSF sobre la ineficacia en la agencia, a casusa del aumento de días de vacaciones y enfermedad entre otros beneficios en la Ley Núm. 32-2017, el Presidente de la CWA indicó que la implementación de los recortes de beneficios y no la concesión de estos, es lo que ha provocado las renuncias en masa, la falta de personal e incentivos de retención.
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 del Código Municipal de Puerto Rico, Ley Núm. 107-2020, según enmendada, luego de evaluar la medida, esta Comisión estima que, la R. C del S. 217 no tendrá impacto fiscal sobre los presupuestos de los municipios, pues no genera obligaciones adicionales en exceso a los ingresos disponibles de los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN
Por los fundamentos antes expuestos, la Comisión de Hacienda, Asuntos Federales y Junta de Supervisión Fiscal del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación de la R. C. del S. 217. 

Respetuosamente sometido,

Hon. Juan Zaragoza Gómez 
Presidente
Comisión de Hacienda, Asuntos Federales
y Junta de Supervisión Fiscal
